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Resumen 
En el trasegar de las relaciones socioculturales, la existencia de conflictos y diferencias 
resulta ser una característica inherente a dicha relación, para solucionar dichas controversias el 
Derecho ha planteado como posible remedio la figura de la conciliación extrajudicial, esta como 
se señala en palabras de Junco (2007) tiene una finalidad: “la conciliación, en todos los campos, 
ha tenido como finalidad primordial servir de remedio a situaciones de conflicto” (p.1). 
El solucionar esas diferencias entre los distintos actores, representa en la actualidad la 
gran finalidad del derecho, por lo tanto, el presente artículo tiene como objetivo principal: 
establecer el alcance dado por el legislador al requisito de procedibilidad de la conciliación 
extrajudicial en materia contencioso-administrativa, exactamente en el medio de control de 
Reparación Directa frente a las solicitudes o convocatorias a conciliación radicadas en contra del 
INPEC distrito judicial de Manizales durante los años 2015 y 2016, para ello se desarrollan los 
antecedentes jurídicos y jurisprudenciales así como la evolución normativa de dicha figura, se 
realiza una caracterización de los aspectos cualitativos y cuantitativos de las diligencias fallidas y 
efectivamente conciliadas en el periodo antes mencionado, para finalmente analizar la eficacia 
obtenida de dicho mecanismo legal. 
Palabras Clave: Conciliación Extrajudicial, Requisito de procedibilidad, Eficacia, Reparación 
Directa, Convocatoria a conciliación, Mecanismo Alternativo de Solución de Conflictos, 
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Abstract 
In closing sociocultural relations, the existence of conflicts and differences, turns out to 
be an inherent characteristic of this relation, to solve these controversies the Law has posed as 
possible remedy the figure of the extrajudicial conciliation, this is what is stated in the words of 
Junco (2007) has a purpose "conciliation in all fields has had the primary purpose of remedying 
situations of conflict" (p.1). 
The solution of these differences between the different actors today represents the great 
purpose of the law, therefore, the main purpose of this article is to establish the scope given by 
the legislator to the requirement of the possibility of the extrajudicial conciliation in the matter 
administrative disputes, exactly in the means of control of Direct Reparation against the requests 
or calls to conciliation, filed against the INPEC Judicial District of Manizales during the years 
2015 and 2016, for it develop the legal and jurisprudential antecedents as well as the evolution 
normative of this figure, a characterization of the qualitative and quantitative aspects of the failed 
and effectively reconciled measures in the aforementioned period is carried out, in order to 
finally analyze the efficiency obtained from this legal mechanism. 
Keywords: Extrajudicial Settlement, Procedural Requirement, Efficacy, Direct Reparation, 
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Eficacia de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en el medio de 
control de Reparación Directa 
Introducción 
Al momento de analizar los niveles de responsabilidad al interior de las entidades 
estatales, se tendrán que tener en cuenta los regímenes objetivo y subjetivo encargados de 
establecer la participación en la ocurrencia del daño o perjuicio ocasionado a los que en su 
momento podrían actuar bajo la calidad de demandantes buscando reparación patrimonial de los 
perjuicios ocasionados. En tratándose del reconocimiento de perjuicios. Rueda (2015) afirma: 
(…) es pertinente reiterar que la reparación es la consecuencia de la materialización del 
daño, mientras que la indemnización es la consecuencia de la ocurrencia del perjuicio, de 
manera que lo que se indemniza son los perjuicios, no los daños. (p.119)   
El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) como entidad estatal, no es 
ajena a la carga anteriormente señalada, pues en esta aparece un elemento predominante, 
denominado relación de sujeción, misma esta que se presenta entre el Estado y las personas 
privadas de la libertad, obligando a la entidad a devolver al interno si no en mejores condiciones, 
sí en las mismas en las que ingresó a un establecimiento penitenciario, lo que nos ubica en el 
régimen de la responsabilidad objetiva, entendiendo esta como:  
A diferencia del régimen subjetivo, en el objetivo desprovisto del elemento culpa, no se 
enervan las pretensiones que invocan la responsabilidad estatal probando diligencia o 
probidad en el actuar de la entidad pública demandada, en el régimen objetivo se presume 
la responsabilidad, de manera que los eximentes de responsabilidad lo que buscan es 
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romper el nexo causal, por la presencia de una causa extraña, al margen de cómo haya 
actuado la entidad demanda con respecto a los hechos de la demanda. (Ruiz, 2013, p.521) 
No obstante lo anterior, los daños y perjuicios que se generan son altos, por ende, las 
condenas económicas en contra del INPEC también muestran una alta representación, lo que ha 
obligado a que se estructure o piense en la necesidad de adecuar el uso del mecanismo de 
conciliación extrajudicial, como medio eficaz para evitar el detrimento patrimonial de dicha 
entidad. 
Sin embargo, pese a la existencia de dicho mecanismo, se sigue evidenciando un alto 
número de condenas desfavorables para la entidad, lo que conduce a cuestionar sobre si en 
realidad está siendo eficaz la conciliación extrajudicial, para tal efecto se ubicará al lector en un 
contexto geográfico y temporal que permitirá la identificación de la problemática institucional, 
permitiéndose con ello la generación de procesos de información para la entidad objeto de la 
presente investigación. 
Es importante señalar que luego de la relación de sujeción existente entre el Estado y las 
personas privadas de la libertad en centros penitenciarios y carcelarios (como lo sería el de la 
ciudad de Manizales, Caldas) surgen, a la luz del derecho, reclamaciones o cobros de 
pretensiones económicas por parte de quienes argumentan el padecimiento de un perjuicio moral 
o material, reclamación pretendida mediante el Medio de Control de la Reparación Directa. 
Lo anterior, con el ánimo de determinar si se cumple o no por parte del INPEC Distrito 
judicial de Manizales, con la verdadera finalidad de lo pretendido por el legislador al crear esa 
herramienta de solución de conflictos, para a partir de allí, permitir la generación e 
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implementación de medidas de prevención dirigidas a evitar mayores condenas y el detrimento 
patrimonial. 
Estrategia metodológica 
El presente artículo de investigación es de enfoque metodológico mixto, ello debido a 
que presenta componentes tanto cualitativos como cuantitativos. 
En cuanto al enfoque cuantitativo, al desarrollar el tema de la eficacia de la conciliación 
extrajudicial con relación al medio de control de Reparación Directa, es fundamental la 
utilización de estadísticas que permitan determinar cuántas solicitudes de conciliación fueron 
radicadas durante el período 2015 – 2016 en contra del INPEC, en cuántas de estas fueron 
presentadas conceptos favorables de conciliación por la entidad convocada, cuántas de ellas se 
realizaron frente al medio de control antes mencionado y cuántas fueron efectivamente 
conciliadas.  
Respecto al enfoque cualitativo, se tiene que el presente escrito investigativo requiere de 
un sinnúmero de fuentes teóricas que permitirán la realización del proceso de interpretación de la 
conciliación extrajudicial, para tal efecto, la base principal será la documentación propia de las 
convocatorias a conciliación extrajudicial, la ley, la jurisprudencia y la doctrina.  
En cuanto a su forma de investigación, se considera que es básica, esto es, eminentemente 
jurídica, puesto que a través del trabajo realizado se podrán determinar las deficiencias y 
omisiones en las que incurren las entidades estatales al momento de ser convocadas ante la 
Procuraduría General de la Nación, mediante la conciliación extrajudicial, ya que se tiene el 
concepto errado por parte de estas, de hacer caso omiso a la posibilidad que se tiene de la 
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solución del conflicto mediante este mecanismo y, contrario a ello, prefieren someterse a la 
ritualidad de un tedioso proceso contencioso-administrativo para que sea un juez quien determine 
los niveles de responsabilidad de la misma, situación que aumenta el riesgo de condena de la 
entidad que se encuentra convocada. 
Asimismo sobre el tipo de investigación, se tiene que, al querer determinar si en realidad 
se está cumpliendo con el objetivo pretendido por el legislador, en relación con el mecanismo de 
conciliación extrajudicial, frente al sinnúmero de demandas presentadas en contra de las 
entidades estatales (en este caso el INPEC), se puede observar que esta investigación es de tipo 
descriptiva, pues se pretende analizar el comportamiento de dicho fenómeno al interior de la 
entidad tratando de sopesar, luego del estudio del caso, si en realidad resulta ser eficaz y si se ha 
protegido el patrimonio público con la presentación de propuesta de arreglo por parte de la 
entidad convocada.  
Resultados 
La conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en materia contencioso- 
administrativa en la Reparación Directa en Colombia 
Al momento de abordar el desarrollo del presente tema de investigación se tendrá que 
hacer alusión al concepto de la figura de la “conciliación” dentro del ámbito de las relaciones 
entre el Estado y quienes pretenden el reconocimiento de perjuicios como consecuencia de daños 
antijurídicos causados por la acción o la omisión de los agentes de ese Estado. 
Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el 
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evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que 
haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 
aquél deberá repetir contra éste. (Constitución Política colombiana, 1991, art.90) 
Debiéndose entender, dicha figura, como la posibilidad de solucionar de manera 
anticipada las diferencias, los señalamientos, las reclamaciones y las pretensiones propias de la 
demanda administrativa, así mismo, como el mecanismo encargado de garantizar la protección 
tanto del patrimonio del Estado como de los derechos del administrado (Procuraduría General de 
la Nación, 2009), en relación con estos últimos y la importancia de su participación en el 
desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, se tendrá que recordar lo 
dicho por la Corte Constitucional en Sentencia C-893 de 2001, cuando afirma: 
Sin embargo, los mecanismos alternativos de solución de conflictos a que hace mención 
no deben ser interpretados solamente como una manera de descongestionar el aparato de 
justicia sino también, y principalmente, como una forma de participación de la sociedad 
civil en los asuntos que los afectan (Preámbulo y los arts. 1y 2 de la C.P.).  En este 
sentido, es incuestionable su estirpe democrática, en la medida en que generan espacios 
de intervención de la comunidad en el desarrollo de la función jurisdiccional evitando la 
conflictivización de la sociedad y logrando, por ende, el fortalecimiento de la legitimidad 
del aparato de justicia estatal en la medida en que éste puede dedicarse a resolver aquellos 
asuntos que son de verdadera trascendencia social. (Sentencia C-893, 2001) 
Esa reclamación realizada por parte de la ciudadanía al momento de considerar 
vulnerados sus derechos, no es nada más que la posibilidad de participación ciudadana, dentro 
del contexto de la acción, como un derecho fundamental sujeto de protección, Marinoni (2015) 
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afirma: “La acción colabora con la protección de los derechos fundamentales cuando posibilita la 
obtención de las tutelas judiciales que garantizan la realización de las conductas (de no hacer y 
de hacer) impuestas por las normas que los protegen” (p.27). 
Así las cosas, se tiene que la “conciliación extrajudicial”, además de ser un mecanismo 
alternativo de solución de conflictos, al tenor de lo descrito en la Ley Nº 446 de 1998, se 
convierte en un requisito de procedibilidad para medios de control como la Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, Reparación Directa y Controversias contractuales, todos estos, 
mecanismos consagrados en la Ley Nº 1437 de 2011 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en sus artículos 138, 140 y 141.  
En ese orden de ideas, se tiene que para la Procuraduría General de la Nación (2009) esta 
figura es: 
Un Mecanismo de solución de los conflictos entre los particulares y el Estado, la cual 
debe, obligatoriamente, adelantarse ante un agente del Ministerio Público como requisito 
de procedibilidad, antes de presentar una demanda de nulidad y restablecimiento, de 
reparación directa o sobre controversias contractuales, ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, en asuntos de naturaleza conciliable. (p.7) 
Las entidades públicas como el INPEC, afrontan en la actualidad la responsabilidad de 
ver comprometido su patrimonio económico, debido al alto número de demandas contencioso- 
administrativas generadas en su contra, tal como ya se ha señalado por la presunta actuación y el 
daño causado por sus funcionarios; de ahí la necesidad de que estas diferencias, sean 
solucionadas en un espacio completamente distinto al del proceso contencioso-administrativo, es 
decir, mediante la debida utilización del mecanismo anticipado de conciliación extrajudicial, 
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permitiéndose de esta forma una adecuada defensa de esos intereses económicos y su seguridad 
jurídica, junto con el impacto social que tales señalamientos pueden generar en un momento 
determinado.  
Al hablar de la conciliación extrajudicial como un mecanismo de solución de 
controversias, se deberá señalar que inicialmente la Ley Nº 23 de 1991 estableció la posibilidad o 
facultad a las partes en controversia de decidir si acuden o no a la solución de sus diferencias, ya 
sea en sede judicial o extrajudicial, mediante esta figura. Posterior a ello, con la entrada en 
vigencia de la Ley Nº 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, se consagró la 
posibilidad de establecer mecanismos de solución de conflictos alternos al proceso judicial, 
permitiéndose a la vez, la atribución de funciones jurisdiccionales a determinadas autoridades 
administrativas para que con eficacia, y teniendo en cuenta su naturaleza y cuantía, resuelva 
dichas diferencias (Ley Nº 270, 1996, art.8). 
Luego con la entrada en vigor de la Ley Nº 446 de 1998, el legislador estableció un 
mayor de número de preceptos normativos, tendientes a reglamentar de una manera más 
detallada, las características propias de dichas alternativas de solución de conflictos. 
Al respecto González (2010) señaló:  
En cuanto a la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, la 
mencionada ley dispuso la modificación, adición y derogatoria de los diversos artículos 
de la Ley 23 de 1991, modificando su configuración en cuanto a, entre otros, los 
siguientes aspectos: los conflictos susceptibles de ser finiquitados a través de la figura 
conciliatoria; la solicitud de conciliación; la posibilidad de conciliar asuntos en los cuales 
medien actos administrativos siempre que se encuentren incursos en alguna de las 
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causales de revocatoria directa; las sanciones por el incumplimiento de las normas sobre 
conciliación; los Comités de Conciliación los supuestos para la procedibilidad de la 
conciliación prejudicial en asuntos contencioso administrativos. (pp.59-60) 
Consecuente con la evolución normativa, se expide la Ley Nº 640 de 2001, normatividad 
que trajo consigo grandes modificaciones en lo que al tema de la conciliación se refiere, 
incluyendo aspectos sustanciales, propios de la conciliación extrajudicial en materia contencioso- 
administrativa, conflictos civiles y de familia.  
Aunque ya evidenciados los niveles de congestión judicial al interior de los despachos en 
las diferentes jurisdicciones, y pese a la existencia de la figura de la conciliación extrajudicial, el 
legislador, implementó, con la expedición de la Ley Nº 1285 de 2009 la obligatoriedad en la 
aplicación de la conciliación extrajudicial, como requisito de procedibilidad para todas las 
acciones consagradas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo de la 
época,  hoy artículos 138, 140 y 141. 
Para reglamentar lo pretendido por el legislador, en relación con la conciliación, fue 
expedido el Decreto 1716 de 2009, estando su objeto dirigido a la aplicación de las normas 
concernientes a la conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso-administrativo, 
definiéndose en ella: los asuntos susceptibles y no susceptibles de arreglo extrajudicial, la 
suspensión de términos de caducidad de la acción, asimismo, fueron definidos los impedimentos 
y recusaciones y, desarrolló el tema de los comités de conciliaciones, sus funciones, integrantes, 
entre otros.  
La Ley Nº 1367 de 2009 promocionó la cultura de la conciliación, asignando funciones a 
los procuradores y sus delegados, la Ley Nº 1394 de 2010 incorporó el arancel judicial en 
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procesos ejecutivos, exonerando del pago de dicho arancel a aquellos acuerdos logrados 
mediante la conciliación extrajudicial; en este orden de ideas, aparece la Ley Nº 1395 de 2010 
encargada de adoptar medidas de descongestión judicial, con esta se otorgó la posibilidad de que 
los egresados de las facultades de derecho realizaran su judicatura ad honorem tanto en casas de 
justicia como en los centros de conciliación públicos. (Ley Nº 1395, 2010, art.50) 
Finalmente, hoy se encuentra vigente el Decreto 1069 de 2015, todo lo relacionado con la 
conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso-administrativo y los comités de 
conciliación. 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de 
apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los 
cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los 
medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo. (Decreto 1069, 2015, art.  
2.2.4.3.1.1.2.) 
A partir de lo anterior se pretende analizar la eficacia de ese mecanismo alternativo de 
solución de conflictos denominado CONCILIACION EXTRAJUDICIAL, en relación con uno 
de los medios de control definidos por la Ley Nº 1437 de 2011, más exactamente el de 
Reparación Directa, vinculada con las solicitudes o convocatorias a conciliación extrajudicial 
radicadas en el distrito judicial de Manizales, en contra del INPEC, durante los años 2015 y 
2016.  
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Para tal efecto, en el presente escrito, los resultados están basados en el desarrollo del 
trabajo de campo realizado en la dependencia en la cual reposan los soportes documentales 
relacionados con las solicitudes antes mencionadas (solicitud de conciliación extrajudicial, auto 
admisorio de la solicitud y acta de realización de audiencia), la dependencia está ubicada en las 
instalaciones del Establecimiento penitenciario y carcelario de Manizales. 
Se puede indicar que, como referente para la presente investigación, se decidió utilizar el 
medio de control de Reparación Directa, teniendo en cuenta para ello la figura de la “relación de 
sujeción”, propia entre las personas privadas de la libertad y el Estado, condición que ubica al 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) dentro de la teoría de la responsabilidad 
objetiva. “Responsabilidad denota la capacidad para dar respuesta, para satisfacer aquello que 
jurídicamente se demanda. Y lo que se demanda en el campo jurídico es que los sujetos de 
derecho asuman los comportamientos y las consecuencias que las normas imponen” (Correa, 
2012, p.28).  
Obligación que trae consigo el deber de la entidad estatal de reincorporar a la sociedad al 
interno, no en mejores condiciones, pero sí en las mismas en las que ingresó, razón por la cual, el 
medio de control más utilizado es el de Reparación Directa, al desarrollar el tema de la relación 
de sujeción, se tendrá que recordar lo dicho por la Corte Constitucional en Sentencia T-077 de 
2013, cuando afirma: 
Estas relaciones de sujeción han sido entendidas como aquellas relaciones jurídico-
administrativas en las cuales el administrado se inserta en la esfera de regulación de la 
administración, quedando sometido “a un régimen jurídico peculiar que se traduce en un 
especial tratamiento de la libertad y de los derechos fundamentales”. Históricamente el 
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Estado ha tenido una posición jerárquica superior respecto del administrado, sin embargo, 
bajo la figura de las relaciones especiales de sujeción esa idea de superioridad jerárquica 
se amplía permitiéndole a la administración la limitación o suspensión de algunos de sus 
derechos. Ésta especial relación de sujeción resulta ser determinante del nivel de 
protección de los derechos fundamentales de los reclusos e, igualmente, acentúa las 
obligaciones de la administración pues le impone un deber positivo de asegurar el goce 
efectivo de los derechos fundamentales que no permiten limitación en razón a la especial 
situación de indefensión en la que se encuentran los reclusos. (Sentencia T-077, 2013) 
Postura de los autores 
Al desarrollar la teoría propia de la figura de la conciliación como mecanismo alternativo 
de solución de conflictos, se tendrá que hacer alusión a la postura desarrollada, entre otros por 
Medina (2015), al proyectar la figura de la conciliación desde una óptica humanista, todo ello al 
señalar:  
Vista así las cosas, la conciliación significa evolucionar de una sociedad primitiva, en que 
otros resuelven nuestros conflictos, a una sociedad civilizada, donde nosotros mismos 
decidimos nuestros destinos, así, la autodeterminación, rapidez, economía y 
confidencialidad constituyen sus principales virtudes y en este escenario cobra vital 
importancia el papel que desenvuelve el artífice de esta obra maravillosa, aquel hombre 
de paz llamado Conciliador, especie de ser humano, capaz de inspirar confianza en sí 
mismo y en la conciliación y sobre todo capaz de asistir al hombre, a encontrar su propia 
solución, en libertad y con absoluta imparcialidad, neutralidad y probidad ética... (párr.2) 
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Luego de lo anterior se logra identificar esa característica humanista en cada una de las 
actuaciones del conciliador que tiene bajo su rol y control el desarrollo de las actuaciones de 
conciliación y mediación, aspectos que deben encontrarse siempre en el profesional en derecho, 
en cada una de sus facetas, facilitándose así el entendimiento del clamor de las partes interesadas 
en el respectivo proceso de conciliación. Así las cosas, al pretender determinar la eficacia de los 
Mecanismos Alternativos de Solución de Conflicto (MASC), no se puede dejar de lado la parte 
humana que se encuentra ínsita en el proceso. 
Posición de la jurisprudencia  
El otro tópico de estudio del presente escrito es el relacionado con la jurisprudencia 
colombiana respecto de la Conciliación Extrajudicial, en este acápite aparecen pronunciamientos 
como el dado por la Corte Constitucional en providencia del 23 de agosto de 2001 Sentencia C-
893, en esta, la corporación declara la inexequibilidad de los artículos 12, 30 y 39 de la Ley Nº 
640 de 2001, y algunas expresiones de los artículos 23 y 28 de la misma ley, por considerar que 
las mismas concedían facultades permanentes a las autoridades del orden particular en lo 
relacionado con la conciliación en materia contencioso-administrativa, siendo claro dicho 
pronunciamiento en reafirmar que la competencia permanente se encuentra en cabeza del 
ministerio público y no de aquellos, decisión esta que ha marcado el camino por recorrer en 
cabeza de la Procuraduría General de la Nación y sus delegados en lo administrativo, despachos 
encargados de conocer cada una de las solicitudes que en contra el INPEC fueron radicadas en el 
Distrito Judicial de Manizales durante los años 2015 y 2016 en relación con el medio de control 
de Reparación Directa. 
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En este orden de ideas, otra de las decisiones constitucionales de obligatorio análisis al 
momento de abordar el tema de la conciliación extrajudicial, es la Sentencia C–1195 de fecha 15 
de noviembre de 2001, pronunciamiento en el que la parte actora señaló de inconstitucional los 
artículos 35, 36, 37, 38, 39, y 40 de la Ley Nº 640 de 2001, al considerar que los mismos 
transgredían la Constitución Nacional argumentando que los MASC, como requisitos de 
procedibilidad, al momento de pretender acceder a la administración de justicia vulneraban ese 
derecho fundamental de acceso a la misma, manifestando que para ello, dicho acceso debería ser 
de manera inmediata y eficaz sin que exista ningún lapso en el tiempo ni requisito dilatorio que 
afecte la protección del mismo.  
En dicha Sentencia la Corte Constitucional se pronunció sobre la conciliación prejudicial 
como requisito de procedibilidad para poder acudir como parte a la instancia judicial, así 
resolviendo de manera expedita el conflicto y obteniendo menores gastos que el adquirido en el 
momento de adelantarse un proceso judicial. Se resaltó la voluntariedad de las partes para llegar 
a la solución de la controversia haciendo un intercambio de propuestas. 
En tratándose del requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial, el rechazo y 
la inadmisión de la demanda ante la no comprobación de dicho requisito, se ha desarrollado, 
basándose en la modalidad del mecanismo impetrado, para a partir de allí, determinar si en 
realidad la demanda deberá ser rechazada o inadmitida por el no cumplimiento del requisito de 
procedibilidad, esto se logra identificar en pronunciamientos como el señalado por el Honorable 
Consejo de Estado en el proceso cuyo Radicado es 700012333000201300115 01, al mencionar:  
De conformidad con lo anterior, esta Sala tendrá presente para el caso sub examine los 
presupuestos de la derogatoria orgánica, comoquiera que la Ley 1437 de 2011, Código de 
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Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), ley general 
posterior reguló de manera íntegra los requisitos de procedibilidad en la presentación de 
la demanda y a su vez, las causas que dan origen a la inadmisión y rechazo de la misma… 
Así pues, se advierte que el propósito de la nueva normativa es el de darle una aplicación 
distinta a la que anteriormente se contemplaba la Ley 640 de 2001 por cuya virtud había 
lugar a rechazar la demanda cuando se carecía del requisito de procedibilidad. 
Ahora bien, continuando con el tema de la conciliación extrajudicial como requisito de 
procedibilidad, se tendrá que hacer referencia a lo señalado por la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado [ANDJE] (2014), cuando señala: 
Así entonces, la jurisprudencia contencioso administrativa ha precisado que para acreditar 
el mencionado requisito de procedibilidad, es necesario que la parte actora demuestre, no 
solamente que presentó ante el Ministerio Público la solicitud de conciliación, sino 
adicionalmente, que la audiencia respectiva se celebró y/o que no prosperó, o que 
trascurrieron más de 3 meses a partir de la presentación de la solicitud de conciliación sin 
que fuere posible la celebración de la audiencia, de lo contrario, en razón a que este es un 
requisito de procedibilidad, su incumplimiento genera el rechazo de la demanda. (p.24) 
Caracterización de los aspectos cualitativos y cuantitativos de las solicitudes de conciliación 
extrajudicial instauradas en contra del INPEC distrito judicial de Manizales, en relación 
con el medio de control de Reparación Directa durante los años 2015 y 2016  
Tomando como base el hecho de que el presente artículo de investigación pretende 
determinar los niveles de EFICACIA existentes en el requisito de procedibilidad de la 
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conciliación extrajudicial, en relación con las solicitudes o convocatorias realizadas en contra del 
INPEC en el distrito judicial de Manizales, se hace necesario, realizar un análisis pormenorizado, 
caracterizado por actividades de trabajo de campo, las mismas que se han realizado por los 
integrantes y autores del presente artículo de reflexión, para ello, se deberá tener en cuenta el 
conteo y verificación manual de todas y cada una de las solicitudes a conciliación extrajudicial 
que reposan en las instalaciones de la oficina de defensa jurídica del INPEC en el 
establecimiento penitenciario de Manizales, cada una de estas con una identificación numérica 
“radicado” y evacuadas dentro de las distintas procuradurías delegadas en lo contencioso- 
administrativo de esta ciudad, a las que por competencia les correspondió el estudio de las 
mismas. 
Resulta necesario aclarar que la investigación versa, única y exclusivamente, en relación 
con el medio de control de Reparación Directa, ello como consecuencia de la existencia de la 
figura de la “Responsabilidad Objetiva” que presenta el Estado para con las personas privadas de 
la libertad, situación que implica un mayor número de solicitudes a conciliación extrajudicial, 
como consecuencia de los daños o perjuicios reclamados y que se pretenden sean reconocidos 
por este medio de control; lo anterior no significa que el INPEC, no sea llamado en otros medios 
de control, tales como el de nulidad y restablecimiento del derecho, las controversias 
contractuales, pero tal como ya se ha señalado, el enfoque primordial y directo se encuentra 
orientado hacia las Reparaciones Directas y la eficacia del requisito de procedibilidad 
(conciliación extrajudicial) relacionadas con el INPEC. 
El trabajo de campo, al que se ha hecho alusión, permitió la identificación exacta del 
número de solicitudes a conciliación extrajudicial en el medio de control de Reparación Directa, 
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radicadas durante los años 2015 y 2016, en el distrito judicial de Manizales en contra del INPEC, 
así como el concepto o la decisión ordenada por los miembros del comité de defensa judicial y 
conciliaciones de dicha entidad, lográndose determinar la decisión final adoptada en el desarrollo 
de la audiencia de conciliación (ver Tablas 1 y 2).  
   Tabla 1. 1-2015 
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Tabla 2. 2-2016 
Fuente: elaboración propia. 
 
De esta información, se logra determinar que el número total de solicitudes a conciliación 
extrajudicial radicadas ante las procuradurías delegadas en lo contencioso-administrativo, objeto 
de la presente investigación, fue de veintidós (22) convocatorias, debiéndose llamar la atención 
al lector, en el sentido de afirmar que no se logró en ninguna de ellas acuerdo conciliatorio 
alguno (ver Tablas 3 y 4). 






2015 12 0 12 0
2016 10 0 8 2  
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       Gráfica 1. Nivel de eficacia 
       Fuente: elaboración propia. 
Hasta aquí se ha presentado la necesidad o importancia de la conciliación extrajudicial 
como requisito de procedibilidad al momento de las controversias entre las partes ampliamente 
conocidas, es decir los diferentes interesados en el reconocimiento de perjuicios tanto materiales 
como inmateriales y aquellas entidades del orden estatal, de las cuales se predica la 
materialización de daño o perjuicio, entre ellas precisamente el INPEC y su establecimiento 
penitenciario y carcelario de Manizales. 
Como se puede observar, el INPEC tuvo durante el año 2015, un total de doce (12) 
solicitudes o convocatorias a conciliación extraprocesal, de este total, once (11) fueron 
declaradas fallidas y en una se declaró la caducidad de la acción.  
El mismo instituto para el año 2016, tuvo un total de diez (10) solicitudes, todas estas, en 
iguales términos, fueron declaradas fallidas ante la inexistencia de ánimo conciliatorio o 
propuestas de arreglo por parte del comité de conciliación propio de la entidad. 
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Ahora bien, unido a la información numérica antes presentada y que corresponde al 
trabajo de campo realizado sobre el INPEC en el Distrito Judicial de Manizales, se tendrán que 
analizar en igual sentido, las sentencias ordenadas por los diferentes operadores judiciales que en 
procesos de Reparación Directa, han sido ordenadas por hechos similares a los presentados en las 
solicitudes a conciliación extrajudicial durante los años 2015 y 2016 en contra de dicha entidad, 
comparación que permite identificar si en realidad la postura de no presentación de parámetro de 
arreglo o conciliación, identificada en el INPEC durante los años 2015 y 2016 (cuadros 
estadísticos antes mencionados), resulta ser acertada en cuanto a la obligación legal de evitar el 
detrimento patrimonial del Estado. La Presidencia de la República de Colombia (2009) señala: 
Finalmente, se insiste en la necesidad de tomar todas las medidas necesarias para cumplir 
de manera seria, eficiente y oportuna con lo ordenado en la reforma a la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia, de manera que la consagración de la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad, incida en forma directa en la efectividad 
de la prestación del servicio público de administración de justicia, al contribuir a la 
descongestión de los despachos judiciales, a la protección de derechos de los ciudadanos 
y a la defensa del patrimonio público. (p.3) 
En las convocatorias a conciliación extrajudicial radicadas entre los años 2015 y 2016 en 
el Distrito Judicial de Manizales y mediante Mecanismo de Reparación Directa, los hechos que 
motivaron las solicitudes y el reconocimiento económico de perjuicios tanto materiales como 
inmateriales, se encuentran directamente relacionados con el fallecimiento de personas privadas 
de la libertad y lesiones físicas en los mismos, eventos en los que se encuentra inmersa la figura 
del daño antijurídico. Henao (2001) afirma: 
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El daño es, entonces, el primer elemento de responsabilidad, y de no estar presente torna 
inoficioso el estudio de la misma, por más que exista una falla en el servicio. La razón de 
ser de esta lógica es simple: si una persona no ha sido dañada no tiene porqué ser 
favorecida con una condena que no correspondería sino que iría enriquecerla sin justa 
causa. El daño es la causa de la reparación y la reparación es la finalidad última de la 
responsabilidad civil. (pp.36-37) 
A partir de lo anterior, se tendrá que señalar que luego del trabajo de campo antes 
mencionado, dentro de los puntos de análisis hallados se encontró la existencia de cinco (5) 
sentencias debidamente ejecutoriadas en contra del INPEC por hechos relacionados precisamente 
con el fallecimiento de personas privadas de la libertad al interior de centros penitenciarios (ver 
Tabla 4). 











1 17001-33-33-003-2012-00103-00REP.DIRECTA MUERTE DE INTERNO JUZG.2 ADTIVO. CTO. MLES. 16/11/2016 ECONOMICA SI
2 17001-33-31-006-2012-00058-00REP.DIRECTA MUERTE DE INTERNO JUZG.3 ADTIVO. CTO. MLES. 22/01/2015 ECONOMICA SI
3 17001-33-31-006-2012-00037-02REP.DIRECTA MUERTE FUNCIONARIO TRIBUNAL ADTIVO. CDAS. 07/05/2015 ECONOMICA SI
4 17001-33-33-001-2013-00106-00REP.DIRECTA MUERTE DE INTERNO JUZG.1 ADTIVO. CTO. MLES. 01/06/2015 ECONOMICA SI
5 17001-33-31-010-2012-00028-00REP.DIRECTA MUERTE DE INTERNO JUZG.6 ADTIVO. CTO. MLES. 02/05/2014 ECONOMICA SI  
Fuente: elaboración propia. 
 
Se tiene que, efectivamente los casos de condena en contra del INPEC, por hechos 
relacionados con el fallecimiento de personas privadas de la libertad, son altos, ello, si se tiene en 
cuenta que cinco condenas o sentencias en un período de dos años, cada una de ellas con montos 
considerables de dinero, genera en el Estado un detrimento patrimonial que pudo haber sido 
evitado mediante la debida utilización del mecanismo de conciliación extrajudicial. Lo que 
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permitiría señalar la inaplicación de dicho mecanismo por parte de los integrantes del comité de 
defensa jurídica y conciliaciones del INPEC durante el período comprendido entre los años 2015 
y 2016, ya que de las veintidós (22) solicitudes o convocatorias a conciliación extrajudicial, en 
ninguna de ellas hubo propuesta de arreglo o conciliación por parte de dicha entidad, toda vez 
que, tal como se ha insistido, existen decisiones desfavorables para los intereses de dicho 
instituto, en hechos relacionados con el fallecimiento de personas privadas de la libertad, 
antecedentes que debieron haber sido tenidos en cuenta al momento de la presentación del 
concepto de no conciliación.  
Resultados  
Como resultado, se considera suficientemente identificada la Ineficacia de este 
mecanismo en esta entidad, ya que los daños y reconocimiento de perjuicios solicitados en esta 
clase de acciones extrajudiciales, siempre han quedado a la suerte de lo que al interior del 
proceso contencioso-administrativo pueda resultar.  
Varios, entonces, podrían ser los factores que no han permitido la eficacia del mecanismo 
de la conciliación extrajudicial, como requisito de procedibilidad en relación con los 
señalamientos de responsabilidad y daño generados en contra del INPEC, entre ellos, la cultura 
errada de la institución en cuanto a la no utilización del erario público o el patrimonio de la 
entidad en fórmulas de arreglo, la concepción de que con la conciliación extrajudicial se podrían 
generar, en un momento determinado, consecuencias jurídicas o disciplinarias como 
consecuencia de una presunta aceptación anticipada de responsabilidad, el desconocimiento de 
los niveles de congestión al interior de los juzgados administrativos, el desconocimiento del 
precedente judicial, la idea errada de que la conciliación extrajudicial, antes que ser un 
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mecanismo de solución de conflictos es un requisito de papel, el cual ineludiblemente deberá 
cumplirse, entre otros.  
Como conclusión obligada de lo antes mencionado, se tiene que en realidad el mecanismo 
de conciliación extraprocesal para el INPEC durante los años 2015 y 2016 no representó las 
bondades esperadas, ya que no se cumplió con lo ordenado por instancias presidenciales: 
Se reitera a los comités de conciliación la obligación que les asiste de formular políticas 
de prevención del daño antijurídico e implementar políticas generales de defensa de los 
intereses litigiosos de la entidad y demás obligaciones consagradas en el decreto N°.1716 
de 2009. (Presidencia de la República de Colombia, 2009) 
De conformidad con lo anterior se tiene que, el número de solicitudes o convocatorias a 
conciliación extrajudicial radicadas ante la Procuraduría General de la Nación y, explícitamente, 
ante las delegadas en lo Contencioso-Administrativo, pero además de estas, las decisiones finales 
o parámetros de conciliación o no, presentadas por los diferentes comités de conciliación, 
pertenecientes a las entidades convocadas, han permitido identificar en el presente artículo 
niveles de ineficacia frente a los intereses económicos tanto de los particulares que han sufrido 
ese daño antijurídico como del presupuesto de la entidad estatal. Como resultado de dicho 
análisis, la realidad extrajudicial y administrativa es otra, a partir de los resultados y valores 
numéricos antes presentados (Tablas 1, 2, 3 y 4 del título anterior) se ha logrado demostrar que 
en realidad dicho mecanismo no está siendo aplicado o utilizado en debida forma por las 
entidades objeto de señalamientos, para el caso en concreto el INPEC. 
Durante los años 2015 y 2016 dicha entidad dentro de los parámetros presentados, al 
momento de la realización de las diferentes diligencias de conciliación extrajudicial, no presentó 
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propuesta alguna de conciliación o arreglo pese al riesgo de condena mayor en el proceso 
contencioso-administrativo, considerándose que dicho mecanismo, para esta entidad, no está 
cumpliendo su verdadero objetivo, ya que se tiene una convicción errada de esperar la decisión 
judicial por parte del juez administrativo, antes que comprometer el erario público con una 
propuesta de conciliación extrajudicial, que podría arrojar consecuencias disciplinarias e incluso 
de índole político (Aldana, Solanilla, Moreno y Mercado, 1998). 
Lo anterior, es decir la no aplicación en debida forma del requisito de conciliación 
extrajudicial, ha generado hasta la presente fecha, desgaste administrativo y el detrimento 
patrimonial del Estado, ello sin contar con los niveles de congestión judicial que se esperaba 
aminorarían con lo entrada en vigencia y la aplicación del precitado mecanismo, situación que 
como se ha visto no corresponde con la actualidad de los despachos judiciales, pues contrario a 
lo señalado, la carga laboral ha aumentado de manera descomunal, lo que se pudo haber 
aminorado o evitado de haber dado una verdadera utilización del mecanismo de la solución 
extraprocesal ampliamente descrita en la presente investigación, lo anterior sin dejar de lado, que 
dicha congestión, genera injusticia.  
Younes, Mejía y Ulrich (2006) afirman: “una decisión judicial tardía constituye en sí 
misma una injusticia, como quiera que los conflictos que se plantean quedan cubiertos por la 
incertidumbre, con la natural tendencia a agravarse” (p.21). Situación que reclama de la 
administración en lo contencioso-administrativo una mayor prontitud al momento de sus 
decisiones, esto mismo se podría esperar de aquellas entidades que, aunque convocadas, deciden 
no presentar propuesta de arreglo o conciliación, tal como ya se ha señalado, dejando que sea el 
proceso contencioso-administrativo quien resuelva los señalamientos generados en su contra. 
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Conclusiones y recomendaciones 
Dentro de lo identificado en el trabajo de campo realizado en las instalaciones del 
establecimiento penitenciario de la ciudad de Manizales, oficina de defensa judicial del INPEC, 
se encuentra como conclusión el hecho de no poderse señalar como ineficaz el requisito de 
procedibilidad de la conciliación extrajudicial, ya que el problema no es la herramienta o el 
mecanismo de la conciliación, sino, por el contrario la cultura institucional de dicha entidad y de 
las entidades del orden estatal, que se caracteriza por la no presentación de propuestas de pago o 
arreglo, por considerar que dichas propuestas podrían en un momento determinado rayar con la 
corrupción, concepción que desconoce el verdadero objetivo del legislador, el cual es, el de 
desarrollar todas las actuaciones bajo los principios de la honestidad y eficacia. Aldana et al. 
(1998) señalaron que:  
No se debe olvidar que es natural que el Estado deba dinero, tenga obligaciones frente a 
las cuales deba responder, y que su pago pueda ser transparente como el que puede rodear 
cualquier operación jurídica. Por ello, si se piensa que por la vía de la conciliación se 
pueden desquiciar las finanzas públicas, es porque se parte erradamente de que la 
corrupción es una forma natural de ejercicio del poder y también porque se parte de que 
se deba volver a los pretéritos tiempos de un Estado irresponsable. Si bien la conciliación 
permite disponer de dineros públicos, su límite está enmarcado por la honestidad de 
transacción jurídica así como por el reconocimiento legal de que el Estado está debiendo 
una prestación (p.12). 
Otro aspecto relevante del presente artículo es el vinculado con el concepto de 
procedibilidad de la Conciliación extraprocesal, pues se define este como aquel “requisito de 
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papel”, al que solo se debe acudir, única y exclusivamente para llenar el requisito previsto por la 
normatividad, sin que se identifique como aquella verdadera posibilidad de solucionar las 
diferencias generadas con ocasión de la materialización de un perjuicio, situación que 
indudablemente conlleva a los altos índices de congestión administrativa y a la puesta en riesgo 
del patrimonio antes citado.  
Así las cosas, resulta vital la toma de conciencia en las entidades del orden nacional, más 
exactamente del INPEC (por intermedio de su Comité de Defensa Jurídica y conciliaciones), de 
lo relacionado con la obligación legal, valga la pena recordar, obligación que se encuentra 
fundamentada en el precedente jurisprudencial, de salvaguardar el patrimonio público, evitando 
con ello el detrimento patrimonial, ello mediante la implementación de nuevas y eficaces 
directrices al interior de dicho comité, además de esto, el fortalecimiento de los conceptos y 
posturas que con relación a la conciliación extrajudicial, han sido expedidas por las altas cortes y 
el mismo Consejo de Estado, para finalmente permitir un cambio de actuaciones en relación a la 
verdadera finalidad del requisito de procedibilidad y los beneficios del mismo.  
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